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El presente artículo contiene un análisis sobre la ley 115 de 1994, en donde se revisará su aplicación 
y cumplimiento conforme los derechos del niño a la educación y demás fines sociales planteados por 
la misma. Se observarán también organismos nacionales e internacionales tales como El Ministerio 
de Educación Nacional, Corte Interamericana de Derechos Humanos, y UNICEF entre otras, 
tomando de estos, aspectos importantes como su historia, los fines que emplean para la realización de 
los objetivos planteados, cuales son dichos objetivos y cuales los propósitos que propone cada 
institución para el cumplimiento del Derecho a la educación en niños, niñas y adolescentes en 
Colombia.   
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This article contains an analysis of the law 115 of 1994, where implementation and enforcement will 
be discussed as the rights of children to education and other social purposes posed by it .National and 
international organizations will also be discussed such as MINED, CIDH, and UNICEF among 
others, taking these important aspects as its history , goals that used for the realization of the 
objectives , what are those goals and what the purposes proposed by each institution to fulfill right to 
education in children and teenagers in Colombia. 
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Los niños son fuente y parte esencial de la sociedad, son el motor y la base para que 
se dé el cambio que aunque utópico, se encuentra llamado por un porcentaje de ciudadanos 
que añoramos un equilibrio mundial. Infortunadamente, en las diversas situaciones abruptas, 
calan aquellos cimientos que deben encontrarse perfectamente preparados para soportar el 
peso de una masa sin límites, aquellos que no son tenidos en cuenta, que no son protegidos 
ni respetados en su totalidad, por la carencia de una moral y de ciertas políticas públicas. 
 
En Colombia, muchos cambios surgieron a partir de la ratificación de la Convención 
Sobre los Derechos del niño en 1991 (Adoptada por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas el 20 de Noviembre de 1989), se diseñó e implemento un nuevo marco normativo y 
legislativo, dirigido cada uno a la promoción del respeto y protección en el ejercicio de los 
derechos de los niños, niñas y adolescentes, se propició la creación y fortalecimiento de 
instancias ejecutivas en el orden nacional y territorial, que contribuyen a la protección 
integral de la infancia y la adolescencia del país.  
 
Al agruparlos, todos estos cambios generaron resultados positivos, en favor de los 
menores de 18 años como sujetos de derechos, con habilidades y capacidades individuales, 
reconocidos como importantes aportes para el avance de toda una sociedad; pero al no ser 
todo una hegemonía de preceptos, surge la importancia de analizar la normatividad, 
proyectos vinculados y diferentes estamentos que supervisan la garantía, el respeto y la 
protección de los Derechos Fundamentales en los niños, niñas y adolescentes en Colombia 
en un periodo del 2010 al 2015.  
 
Si bien hay un progreso importante en estos procesos institucionales, así como en 
mayores coberturas y acceso a servicios sociales básicos para la atención y 
protección integral de la infancia y la adolescencia, aún persisten brechas 
significativas en la garantía universal de los derechos de las niños, niños y 
adolescentes de Colombia (Hidalgo, 2014, p.13). 
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Es importante ratificar o no una protección sobre derechos establecidos en 
convenciones dadas como principales para el amparo de aquellos menores, y si ¿Cumple 
Colombia con la Ley 115 de 1994 sobre educación y demás fines sociales planteados, 
conforme Derechos del Niño en un marco Nacional e Internacional?, toda vez que son los 
niños, a quienes por diferentes circunstancias, el Estado y/o Pares han olvidado careciendo 
de amparo sin brindar en su totalidad, las condiciones favorables para el desarrollo de los 
infantes en temas sociales y educativos.   
 
 El presente documento propone un análisis comprensivo de la situación de los 
derechos de la infancia y la adolescencia en Colombia. Su objetivo es  dar una breve 
explicación sobre la norma de interés (ley 115 de 1994), continuando con el esclarecimiento 
del rol que juegan estado y padres en el desarrollo de los menores en cuanto a entorno, 
derechos y responsabilidades de las que son acreedores, y culminando con la identificación 
de problemas y posibles soluciones internas y/o externas (entidades que amparen la 
universalidad de los derechos) en la situación crítica de vulnerabilidad, exclusión e 
inequidad entre los niños, niñas y adolescentes Colombianos. 
 
Se analizarán también organismos internacionales como instituciones estratégicas de 
participación en la vulneración de los Derechos de los niños, educación y ayuda en la 
prevención de los mismos, evolución a través de nuevos enfoques estratégicos que permitan 
castigar de forma justa al opresor y dar la debida orientación al menor que ha sido víctima de 
cualquier situación que se encuentre dentro de condiciones indignas para todo ser humano.  
 
Posteriormente citaremos jurisprudencias que sirvan de incentivo para la buena 
crianza y protección en valores que debemos formar a los menores, reiterando que son el 
pilar y que cualquier juicio que pueda dañar su libre desarrollo, podría convertirse en un 
libertinaje que condenaría a la sociedad al ser gestora frente a posiciones de ilegalidad, 




En la parte final del presente estudio se concretarán las conclusiones respecto a la 
responsabilidad primaria entre padres, estado y organismos consolidados en derechos. 
 
1. MARCO GENERAL DE LA LEY 115 DE 1994 O LEY GENERAL DE 
EDUCACIÓN 
 
“La educación es un proceso de formación permanente, personal, cultural y social 
que se fundamenta en una concepción integral de la persona humana, de su dignidad, de sus 
derechos y de sus deberes”  (Art. 1  Ley 115 de 1994 o Ley General de Educación, p.1). 
 
A continuación, analizaremos la trascendencia en la educación, derivada de las 
formas de gobierno y pensamiento socio-crítico de quienes han tenido a su cargo la 
regulación en materia de enseñanza.   
 
1.1  Marco político e institucional 
 
Entre 1986 y 1989 en búsqueda de una mayor eficiencia administrativa y eficiencia 
económica, se consolidó la Nuclearización Educativa. Hoy cada departamento 
administra los núcleos educativos, los cuales son atendidos por un director, quien es 
el interlocutor directo entre las instituciones educativas y la administración municipal 
y departamental. “En 1989 la Ley 29 aprobó la municipalización de la administración 
de la educación” ( Ministerio de Educación Nacional- MEN. 2001, p. 10). 
 
La Constitución Política de 1991 y la Ley General de Educación – 115 de 1994 – han 
establecido la política educativa en función del ideal del ciudadano que esas mismas normas 
proyectan a través de los derechos y deberes que les atribuyen. En esencia, toda la 
legislación y la política administrativa colombianas consagran el derecho fundamental de las 
personas a acceder a educación y asumen la responsabilidad de garantizar la calidad del 
servicio educativo, lo mismo que su prestación a todos los sectores y grupos humanos. En la 
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normatividad se perfila, igualmente, una política progresiva, que asegure a todos un 
desarrollo personal y colectivo en beneficio de toda la sociedad. (CIE, 2001) 
 
La Reforma Constitucional de 1991 ordena la descentralización del Estado y 
consagra la educación como un derecho fundamental. Bajo este marco, la educación inició el 
proceso según los lineamientos de las Leyes 60 de 1993 y 115 de 1994, aunque ya se habían 
llevado a cabo acciones que dejaron bases para los reordenamientos posteriores. (Piñeros,  
2010). 
La Ley 60 de 1993 reglamentó los artículos 356 y 357 de la Constitución Política, 
que se refieren a las competencias y recursos entre los diferentes ámbitos territoriales del 
país. El Estado define y asigna funciones en los tres niveles del gobierno (Nacional, 
Departamental y Municipal) al tiempo que garantiza un flujo adecuado de recursos a las 
entidades territoriales (situado fiscal a los departamentos y distritos y las participaciones en 
los ingresos corrientes de la nación a los municipios). (CIE, 2001) 
 
En desarrollo de esta Ley y complementarias a la Ley 30 de 1992 que organiza el 
servicio público de la educación superior y la Ley 60 de 1993 de Distribución y 
Competencias y Recursos entre los diferentes ámbitos territoriales del país, se ha producido 
la reglamentación y normatividad pertinente según los diferentes tópicos, para los niveles 
educativos y las poblaciones demandantes del servicio educativo. (CIE, 2001) 
 
Conforme la Ley general de Educación, Ley 115 de 1994, en su Art 2°, el servicio 
educativo comprende el conjunto de normas jurídicas, los programas curriculares, la 
educación por niveles y grados, la educación no formal, la educación informal, los 
establecimientos educativos, las instituciones sociales (estatales o privadas) con funciones 
educativas, culturales y recreativas, los recursos humanos tecnológicos, metodológicos, 
materiales, administrativos y financieros, articulados en procesos de estructuras para 




El sistema educativo colombiano se encuentra en un proceso de transformación 
permanente que busca amplia participación, autonomía, valoración de la diversidad étnica, 
lingüística y cultural y construcción de identidad nacional y sentido de pertenencia a 
Latinoamérica y al mundo. (República de Colombia, 2011g) 
 
La Ley 115 de 1994, define las modalidades de atención para grupos étnicos, para 
poblaciones con limitaciones o capacidades excepcionales, para adultos y para la 
rehabilitación social. Con estas modalidades se busca cubrir a todos los colombianos desde 
sus diferencias, bien sea a través de los programas de educación formal o utilizando 
estrategias de educación no formal o informal.  
 
La educación para personas con limitaciones físicas, sensoriales, psíquicas, 
cognoscitivas, emocionales o con capacidades intelectuales excepcionales está integrada a la 
educación formal regular.  
 
Para la atención de ciegos y sordos el País cuenta, desde 1972, con el INCI (Instituto 
Nacional para Ciegos) y el INSOR (Instituto Nacional para Sordos) como entidades 
Estatales adscritas al Ministerio de Educación Nacional.  
 
1.2 Marco normativo 
 
Las normas colombianas que definen, regulan y dan pautas para el diseño del 
currículo en los diferentes establecimientos educativos del país son directamente las 
siguientes: 
 
 Ley General de Educación, Ley 115 de 1994 
 Decreto 1860 de 1994  
 Resolución 2343 de 1996  
 Decreto 1290 de 2009  
 Lineamientos curriculares de las diferentes áreas  
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 Estándares básicos de competencias en diferentes áreas 
 
Es importante resaltar el  artículo 5 de la Ley 115 de 1994, en cuanto nos habla sobre  
los fines de la educación, y es que aunque se encuentran articulados diversos atributos de la 
persona, muchos de ellos deben ser objeto de evaluación, necesitamos que tales fines 
realmente se comprometan en el desarrollo de derechos de los menores.  
 
1.2.1  Responsabilidad estatal 
Desde el año 1991, la Constitución Política de Colombia adopta la doctrina y 
principios de protección integral establecidos en la Convención sobre los derechos del Niño 
(Los artículos de la Constitución de la república que tienen relación directa con los derechos 
de los niños, niñas y adolescentes son: 13, 43, 44, 45, 47, 50 y 67.), con lo cual se inicia la 
formulación de un marco normativo a nivel nacional, amparado en el derecho internacional. 
Posterior a la firma y ratificación de la mayoría de los Tratados y Protocolos Facultativos de 
las Convenciones de DDHH, se desarrollaron leyes propias vinculadas a problemáticas 
relevantes para la situación de la infancia en el país. (Hidalgo et al, 2014) 
 
Algunos aspectos destacados por los relatores especiales de DDHH (Síntesis 
recopilada de los Informes oficiales de Naciones Unidas como parte del seguimiento 
periódico de las Convenciones y de los Informes de Derechos Humanos. En: 
http://www.ohchr.org/SP/countries/LACRegion/Pages/COIndex.aspx Las observaciones 
finales sobre los informes 7° y 8° de Colombia relativos a la Convención sobre la 
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer CEDAW) en el país, así 
como por los informes de los Comités de seguimiento de las convenciones son:  
 
La promulgación del Código de la Infancia y Adolescencia con la Ley 1098 de 2006 
en reemplazo del Código del Menor. El nuevo código asumió la doctrina de protección 
integral, considerando: i) reconocimiento de los niños como sujetos de derecho, ii) garantía 
del cumplimiento de sus derechos, iii) prevención de su amenaza y vulneración, y iv) la 




Se establece jurisprudencia de la Corte Constitucional de Colombia, como la 
sentencia T-025 de 2004 y órdenes subsiguientes, en particular el Auto 251 de 2008, que 
garantiza la protección de los niños desplazados dentro del país, conforme al derecho 
internacional en la materia.  
 
También, la misma Corte  bajo Sentencia T-260 de 2012, manifestó “un principio del 
interés superior del menor”, afirmando el cuidado y protección especial que se le debe 
garantizar al niño, en virtud de la falta de madurez física y mental, que los hace 
indudablemente vulnerables frente a todo tipo de riesgos, y  frente a los demás grupos 
sociales.    
 
Otra cuestión importante a señalar es la participación de los relatores del Sistema de 
Naciones Unidas (en adelante SNU) en los procedimientos especiales temáticos del Consejo 
de Derechos Humanos, que han permitido plantear cuestiones relativas a los niños 
involucrados en conflictos armados y han formulado recomendaciones al respecto. Así como 
los informes del Consejo Económico Social, en particular el Informe de Colombia por parte 
de la relatora especial para educación en el año 2004.  
 
La participación voluntaria de Colombia desde 2008 para establecer un mecanismo 
de supervisión y presentación de informes en relación con los niños y los conflictos 
armados, con arreglo a la resolución 1612 (2005) del Consejo de Seguridad de Naciones 
Unidas y la consecuente cooperación con la Representante especial del Secretario General 
para la cuestión de los niños/as y los conflictos armados. Los esfuerzos desplegados en torno 
a la normalización del proceso de rendición de cuentas públicas de manera periódica y 
articulada.  
 
En general, las recomendaciones emanadas de los Comités de seguimiento a las 
Convenciones muestran su preocupación por el hecho de que el actual marco normativo 
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contrasta de manera importante con la situación concreta de la infancia en el país. En el caso 
particular del Comité de seguimiento de la CEDAW.  
 
El estado Colombiano ha venido gozando ampliamente del apoyo de las entidades 
internacionales arriba mencionadas, estas soportan y realizan el respectivo control en la 
calidad del amparo que este pueda ofrecerle a los niños, niñas y adolescentes del país, en las 
recomendaciones manifestadas por los Comités, se evidencia la preocupación ante la 
ineficacia en la garantía de la protección de los Derechos a los menores, enfatizando en la 
calidad de vida y educación de la que carecen nuestros menores. 
 
1.2.2  Entorno social facilitador para la garantía de los derechos de los niños, 
niñas y adolescentes.  
La Ley 1098 de 2006 de Infancia y Adolescencia estableció la obligación a los 
gobernantes de los ámbitos nacional, departamental y municipal, de liderar el diseño, 
ejecución y evaluación de las políticas públicas dirigidas a todos los niños, niñas y 
adolescentes (Rubio, Pinzón &  Gutiérrez, 2010). 
 
El propósito del actual Plan Nacional de Desarrollo es atender de forma integral y 
con calidad como mínimo a 1.200.000 niños y niñas en todo el territorio nacional, 
empezando por quienes se encuentran en mayor condición de vulneración y de pobreza, pero 
con el compromiso de avanzar progresivamente hacia la universalización de la atención. 
(Rubio et al., 2010) 
 
Según (Rubio, M., Pinzón, L., Gutiérrez, M. 2010) en el marco de la estrategia, las 
entidades que conforman la Comisión Intersectorial de Primera Infancia tienen a su cargo 
una serie de responsabilidades de acuerdo a sus competencias:  
 
- Ministerio de Salud y Protección Social: Define la política, planes, programas y 





 - Ministerio de Educación Nacional: Define los lineamientos en las áreas 
pedagógicas y de formación de talento humano. 
 
-  Ministerio de Cultura: Define lineamientos y orientación para la participación y 
construcción de ciudadanía y garantiza que los lineamientos técnicos y estándares 
construidos tengan en cuenta el enfoque diferencial.  
 
- Departamento Administrativo para la Prosperidad Social: Ejecuta directamente 
programas que contribuyen al objetivo de la misma, como es el caso de Familias en Acción, 
así como a través de sus entidades adscritas tales como el Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar y la Agencia Nacional para la Superación de la Pobreza extrema, las cuales 
aseguran la atención integral a la primera infancia priorizando a los niños y niñas que se 
encuentran en mayor condición de vulneración y pobreza, y articulando oferta de servicios.  
 
 . ICBF específicamente tiene a cargo dentro de la Estrategia la operación de 
servicios en los Centros de Desarrollo Infantil en sus dos modalidades.  
 
-  Departamento Nacional de Planeación: Acompaña técnicamente la formulación, 
implementación y evaluación de la Estrategia, en sus componentes financiero, territorial y de 
política pública. (Del Castillo  et al. 2015). 
 
- Presidencia de la República: Coordina el diseño, implementación, seguimiento y 
evaluación de la estrategia DE CERO A SIEMPRE de acuerdo con el Plan de Acción 
trazado por la Comisión Intersectorial de Primera Infancia. 
 
La garantía de los Derechos de los niños, niñas y adolescentes, es tema también del 
Plan Nacional para la Niñez y la Adolescencia 2009-2019, en cuyos 12 objetivos goza de 
ampliar la cobertura en cuanto a la competencia del tema, y además, se compromete a 
promover un cuidado universal y exigible en la generación de oportunidades para el ejercicio 




Lo que percibimos es una amplia legislación y normativa referente al amparo en los 
derechos de los menores, pero falta darle un verdadero sentido a toda esta implementación 
escrita, no estamos actuando, ni dando una verdadera aplicación a todo lo creado, no servirá 
de nada seguir constituyendo acuerdos, planes y convenios, cuando la realidad está afuera, 
intacta, vulnerable y amenazada por todo lo que la pueda acechar.  
 
1.2.2.1   Derecho a la existencia 
El derecho a la existencia está enmarcado en el artículo 17 del código de la infancia y 
adolescencia en Colombia.  
Este derecho supone la generación de condiciones que les aseguren desde la 
concepción el cuidado, la protección, la alimentación nutritiva y equilibrada, el acceso a los 
servicios de salud, a la educación, al vestuario adecuado, a la recreación y la vivienda segura 
dotada de servicios públicos esenciales en un ambiente sano (Hidalgo et al, 2014). 
 
Es importante consignar que no existe un marco legal que consagre obligaciones 
específicas del Estado sobre cómo se hará efectivo el derecho a la alimentación (UNICEF-
Universidad de Los Andes, 2012, p. 472) 
 
Para el caso específico de la categoría de derechos de existencia de niños, niñas y 
adolescentes, vale la pena destacar el componente de atención integral en los servicios de 
salud. Al respecto, el Plan se propone garantizar que los servicios de salud se constituyan 
como un entorno que reconozca a los niños niñas y adolescentes como sujetos de derechos, 
al proveer atención humanizada que cumpla con los atributos de calidad de acuerdo a las 
necesidades diferenciales, como base para el mejoramiento de los resultados en salud y el 
acortamiento de brechas de equidad en el territorio nacional (UNFPA, 2003). 
 
En términos de cuidado cabe resaltar que en los últimos años, la desnutrición crónica 
en niños menores de cinco aumentó un 2,1% en el área urbana y disminuyó un 0,1% en el 
área rural. Esta es un 5,4% más frecuente en el área rural que en el área. La lactancia 
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materna como único alimento en los primeros meses de vida no es una práctica ampliamente 
implementado por las madres en Colombia. Según la ENSIN 2010 el porcentaje de lactancia 
materna exclusiva es de 63% en los primeros dos meses del recién nacido y baja rápidamente 
a 6% para el sexto y séptimo mes. (ENSIN, 2005-2010) 
 
En Colombia uno de los temas que ha cobrado mayor relevancia en la garantía del 
derecho a la salud de los jóvenes es el embarazo adolescente, no sólo por los altos riesgos 
que implica en términos de abortos, salud materna y protección del bebe, sino porque su 
incidencia tiene importantes implicaciones sociales, económicas y de salud para la madre y 
su entorno familiar (UNIANDES- UNIEF 2012) 
 
Según cifras de la Alta Consejería Presidencial para la equidad de género de la Mujer 
(2012) una de cada cinco mujeres de 15 a 19 años ha estado alguna vez embarazada, 16% ya 
son madres y 4% está esperando su primer hijo. 
 
Luego de revisar algunas de las estadísticas vitales ya mencionadas, es claro que en 
el país los niños todavía son sujeto de graves vulneraciones en asuntos de salud, nutrición y 
calidad de vida; siendo algunos fenómenos particularmente sensibles para las poblaciones en 
zonas rurales dispersas y comunidades indígenas y afrodescendientes. (Mosquera, C. & 
León, R. 2009). 
 
Lo anterior, aduce a la falta de cuidado que puede llegar a tener el estado en cuanto a 
la insuficiencia de recursos propuestos para determinadas zonas de nuestro país, si bien es 
cierto, en las grandes ciudades existe una falta de cuidado ante la atención de la población 
infantil, no es de dudar, que la cobertura para sectores apartados sea estropeada por la 
inactivación de las medidas dispuestas según todo el sistema de  planeación en favor de la 
niñez.  
 
En Colombia existe un marco legal que plantea acciones afirmativas para las 
gestantes y la niñez indígena y afrodescendiente a nivel rural, en distintos sistemas y sectores 
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sociales. No obstante no hay evidencias de que contemplen las especificidades territoriales 
en las que viven estas poblaciones, lo que afecta la naturaleza y la magnitud de las acciones 
y estrategias para garantizarles un acceso universal y oportuno a servicios sociales básicos de 
calidad. (Mosquera  & León, 2009). 
 
A pesar que existen numerosas normas jurídicas e iniciativas técnicas de focalización 
poblacional, no es posible identificar lineamientos concretos para el establecimiento de rutas 
de atención integral para la provisión de servicios básicos pertinentes para gestantes, niños y 
niñas en poblaciones indígenas y afrodescendientes. Los resultados generados por las 
políticas públicas para cumplir con las condiciones mínimas en el cumplimiento del derecho 
a la existencia para niños, niñas y adolescente son variados. (Mosquera  & León, 2009). 
 
En materia de salud pública se ha logrado incrementar de manera importante la 
cobertura de inmunización y al mismo tiempo que se amplió la cobertura en atención a la 
salud (seguridad social y acceso a controles), pero persisten importantes limitaciones para el 
acceso a los servicios, especialmente en zonas rurales y territorios distantes.  
 
1.2.2.2  Participación.  
La promoción del derecho de niños, niñas y adolescentes a la participación, 
constituye un factor sustantivo del reconocimiento de su ciudadanía, y del respeto práctico 
de los derechos humanos, así como un elemento que hace realidad la vigencia de la 
democracia. Las experiencias de diversos países de la región, así como la literatura en la 
materia, reconocen sus atributos para la cohesión social, el ejercicio ciudadano de la 
infancia, el desarrollo de su personalidad e identidad, la protección ante la vulnerabilidad y 
el riesgo, el reconocimiento de sí mismos/as como actores sociales protagonistas de su vida. 
Asimismo, este conjunto de atributos les permite definir el grado de responsabilidad que 
tienen frente a sus pares, su familia y su comunidad en general (IIN, 2011). 
 
Del mismo modo, existe consenso que el reconocimiento a un nombre propio y a una 
nacionalidad es el primer paso para que las personas sean consideradas como ciudadanas y 
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titulares de derechos consignados en los instrumentos de Derechos Humanos, en la 
constitución y legislación de los países (Restrepo, 2011). 
El derecho a la identidad, por tanto, consiste en el reconocimiento jurídico y social de 
una persona como sujeto de derechos y responsabilidades y, a su vez, de su pertenencia a un 
Estado, un territorio, una sociedad y una familia, condición necesaria para preservar la 
dignidad individual y colectiva. La CDN, por su parte, resalta el derecho a la identidad, al 
nombre y a la nacionalidad como el umbral para garantizar la realización de todos los demás 
derechos. 
 
Ello es recogido en la legislación colombiana al definir que “los niños, las niñas y los 
adolescentes tienen derecho a tener una identidad y a conservar los elementos que la 
constituyen, como el nombre, la nacionalidad y filiación conforme a la ley. Para estos 
efectos deberán ser inscritos después de su nacimiento, en el registro del estado civil. Tienen 
derecho a preservar su lengua de origen, su cultura e idiosincrasia” (Artículo 25. Código de 
infancia y adolescencia: Ley 1098 de 2006) (Secretaria de Gobernación, 2010). 
 
Dado que el derecho a la participación ha sido menos desarrollado que otros derechos 
de los niños, niñas y adolescentes, el Comité de la CDN, ha señalado en su Observación 
General Nº 12 que “las opiniones de las y los niños pueden aportar perspectivas y 
experiencias útiles, por lo que deben tenerse en consideración al adoptar decisiones, 
formular políticas y preparar leyes o medidas, así como al realizar labores de evaluación” 
(Naciones Unidas, 2009b). Esta observación, ha sido fundamental para operacionalizar el 
artículo 12 y 13 de la Convención, ya que con ella, el Comité ha planteado que “es 
importante para los niños, niñas y adolescentes estar involucrados directamente en, y hasta 
iniciar, actividades de abogacía e influencia en políticas en vez de ser solamente los 
receptores de servicios o de abogacía en su favor” (Naciones Unidas, 2009b. También es 
importante hacer énfasis en que, “para que la participación sea efectiva y genuina es 
necesario que se entienda como un proceso, y no como un acontecimiento singular y 




Conforme (Naciones Unidas. 2009b) La participación se incorpora en la Constitución 
Política en tres sentidos:  
1.  Como alternativa integradora de los sectores vulnerables de la sociedad (entre los 
que se encuentran niños, niñas y adolescentes) en la toma de decisiones para la satisfacción 
de sus necesidades  
 
2.  Como mecanismo de intervención de la sociedad civil en la formulación de 
políticas públicas Análisis de situación de la infancia y la adolescencia en Colombia 2010-
2014  
 
3.  Como norma jurídica que define nuestro estado democrático y provee de 
herramientas a los ciudadanos (los niños, niñas y adolescentes, como sujetos de derecho) 
para el cabal ejercicio de la ciudadanía  
 
En ese sentido, consagra el derecho a la participación en los artículo 2 y 40. En el 
primero, establece que el Estado debe facilitar la participación de todas las personas en las 
decisiones que les afecten en la vida económica, política, administrativa y cultural de la 
nación. En el segundo, expresa que es un derecho de los ciudadanos participar en la 
formación, ejercicio y control del poder político. 
 
Ley 115 de 1994, Ley general de Educación:  
 
Establece el derecho a la participación en diferentes esferas:  
 
El Artículo 5, contempla como fines de la educación, entre otros: 
 
La formación para facilitar la participación de todos en las decisiones que los 
afectan en la vi da económica, política, administrativa y cultural de la Nación” 
y “El desarrollo de la capacidad crítica, reflexiva y analítica que fortalezca el 
avance científico y tecnológico nacional, orientado con prioridad al 
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mejoramiento cultural y de la calidad de la vida de la población, a la 
participación en la búsqueda de alternativas de solución a los problemas y al 
progreso social y económico del país.  
 
El Artículo 13, expresa que: 
 
Es objetivo primordial de todos y cada uno de los niveles educativos el 
desarrollo integral de los educandos mediante acciones estructuradas 
encaminadas a (…) Fomentar en la institución educativa, prácticas 
democráticas para el aprendizaje de los principios y valores de la 
participación y organización ciudadana y estimular la autonomía y la 
responsabilidad 
 
Respecto a la educación preescolar, el Artículo 16, dispone como uno de sus 
objetivos “El desarrollo de la capacidad para adquirir formas de expresión, relación y 
comunicación y para establecer relaciones de reciprocidad y participación, de acuerdo con 
normas de respeto, solidaridad y convivencia”.  
 
Según el Artículo 21, constituye un objetivo de la educación básica en el ciclo de 
primaria, “La formación para la participación y organización infantil y la utilización 
adecuada del tiempo libre”.  
 
En ciclo de secundaria, el Artículo 22, expresa que tiene como uno de sus 
propósitos, “La educación física y la práctica de la recreación y los deportes, la participación 
y organización juvenil y la utilización adecuada del tiempo libre”. 
 





El marco institucional para garantizar a todos los y las jóvenes el ejercicio 
pleno de la ciudadanía juvenil en los ámbitos, civil o personal, social y 
público, el goce efectivo de los derechos reconocidos en el ordenamiento 
jurídico interno y lo ratificado en los Tratados Internacionales, y la adopción 
de las políticas públicas necesarias para su realización, protección y 
sostenibilidad; y para el fortalecimiento de sus capacidades y condiciones de 
igualdad de acceso que faciliten su participación e incidencia en la vida 
social, económica, cultural y democrática del país” . Con claro enfoque en los 
derechos humanos, esta Ley contempla la participación como un principio 
que debe orientar la política de juventud. En consideración a lo anterior, crea 
el Sistema Nacional de Juventudes, como el conjunto de actores, procesos, 
instancias, orientaciones, herramientas jurídicas, agendas, planes, programas y 
proyectos, que implementa la Ley y las políticas relacionadas con juventud. 
 
La participación de los niños, niñas y adolescentes en las materias que les afectan, 
implica un cambio cultural. El Comité sobre los Derechos del Niño, señala que los adultos 
necesitan preparación, conocimientos prácticos y apoyo para facilitar efectivamente las 
participaciones de los niños, niñas y adolescentes (Naciones Unidas, 2009b). De esta forma, 
se requiere una transformación cultural posibilitada por el conocimiento y ejercicio de 
nuevos paradigmas, que desmorone las barreras intergeneracionales. Los nuevos paradigmas 
deben ser trabajados con los adultos y con la niñez y la adolescencia. 
 
Colombia ha venido fortaleciendo a lo largo de los últimos años su institucionalidad 
para promover la garantía de los derechos de los niños, niñas, adolescentes y jóvenes. Así 
mismo, le ha implicado al Estado Colombiano contar con nuevos desarrollos legales y 
normativos para que las autoridades del orden nacional y territorial desarrollen diferentes 
mecanismos que promuevan la participación de los niños y jóvenes en la construcción de 




Sin embargo, Colombia aún enfrenta retos importantes para crear y/o fortalecer 
verdaderos espacios de participación de los niños, niñas y adolescentes, con perspectivas de 
construcción de ciudadanía activa, con proceso claros de representación, con una medición 
del impacto efectivo del ejercicio de este derecho en las políticas públicas que los afectan y, 
especialmente en la sostenibilidad de los procesos participativos. 
 
Los espacios que integran a la niñez, han sido manejados a los largo del presente 
trabajo, la comunidad infantil y juvenil requiere crecer en un planeta en paz, con ambientes 
preparados para su buen desarrollo y madurez, con espacios de integración que les permita 
tolerar y ser tolerados, rodeados de una sociedad que les ayude a entender que aunque 
iguales en nuestros derechos, todos somos diferentes y libres dentro de una serie de 
obligaciones inherentes por cumplir.  
Dicho trabajo es parte de una trilogía, estado (sociedad), familia y educación, 
entendiendo así, a que si en algún momento falla alguno, existirán otros dos que ayuden a 
reorganizar los vacíos que humanamente se pueden generar, pero que si en algún momento 
llegan a fallar más de dos, tendremos un problema social que se verá reflejado en la forma de 
ser, de pensar y de actuar de cada menor.  
 
1.2.2.3 Derecho a la protección. 
En relación a los derechos agrupados bajo la categoría “derecho a protección”, el 
marco normativo adquiere un protagonismo particular ya que la inobservancia o vulneración 
de algunos de estos derechos (especialmente aquellos que atentan violentamente contra la 
integridad física y psicológica de niños, niñas y adolescentes) es considerada un delito por 
las leyes nacionales. (UNICEF-Universidad De Los Andes, 2012, p. 478 y 479) 
 
En el ámbito normativo, especialmente en relación a aquellas vulneraciones 
tipificadas como delitos, el Estado colombiano ha realizado esfuerzos 
relevantes por ajustar su legislación a las normas internacionales destinadas a 
proteger a los niños, niñas y adolescentes de tratos violentos, abusivos, 




El enfoque de protección integral es ampliamente abordado en la Convención de los 
Derechos del Niño (CDN), y muchos países han venido ajustando su normatividad y 
estructura para dar cumplimiento a lo dispuesto en la misma (Comisión Económica para 
América Latina y el Caribe CEPAL, 2013). En este contexto, el Estado Colombiano expidió 
en el 2006, la Ley 1098 – Código de la Infancia y la Adolescencia (República de Colombia, 
Congreso de la República de Colombia, 2006), la cual logra realizar un importante tránsito 
desde un enfoque de atención por parte del Estado a partir de la detección de „situaciones 
irregulares‟ establecidas en el Código del Menor (Decreto 2737 de 1989) hacia un enfoque 
de protección integral. La diferencia entre ambos enfoques, radica principalmente entre otros 
aspectos, en que el Código del Menor actuaba a partir del reconocimiento de problemáticas 
sociales específicas o situaciones irregulares que vivían los niños, niñas y adolescentes con 
el fin de que el Estado respondiera con servicios altamente focalizados. 
 
El Código de Infancia y Adolescencia por lo contrario, parte del postulado central de 
la CDN y reconoce que todos los niños y niñas colombianos son titulares de derechos y que 
los mismos deben ser protegidos y garantizados integralmente (Linares & Quijano, 2005). 
 
Los sistemas nacionales de protección a la niñez o a la infancia han sido objeto de 
diversos estudios y de generación de línea técnica para su diseño y fortalecimiento en los 
países de la región. 
 
Se entiende como sistema de protección integral de la infancia el conjunto de 
órganos, entidades, mecanismos e instancias a nivel nacional, regional y local orientados a 
respetar, promover, proteger, restituir y restablecer los derechos de los niños y niñas y 
reparar el daño ante la vulneración de los mismos establecidos por las legislaciones 
nacionales de infancia. También se tendrán particularmente en cuenta los mecanismos de 
relacionamiento entre las instituciones públicas y privadas del país, sus interacciones y 
complementariedades, en especial describiendo el vínculo entre el Estado y las 
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organizaciones de la sociedad civil. (Comisión Económica para América Latina y el Caribe - 
CEPAL, 2013).  
 
En este contexto, el Estado colombiano constituyó en 1979 el Sistema Nacional de 
Bienestar Familiar (SNBF), como un sistema administrativo cuya misión ha sido garantizar 
la protección integral de los niños, niñas y adolescentes colombianos, sin importar su edad, 
sexo, raza y condición social. Su definición, normatividad y las competencias y 
responsabilidades de sus actores ha estado en constante evolución, y en su esencia responde 
a las definiciones, principios y doctrinas internacionales antes señaladas  (Hidalgo et al, 
2014) 
 
De acuerdo con la Ley 1098 de 2006, las defensorías de familia, dependientes 
del ICBF, están encargadas de prevenir, garantizar y restablecer los derechos 
de los niños, niñas y adolescentes (artículo 79). Las comisarías de familia, 
dependiente del municipio, tienen como misión prevenir, garantizar, 
restablecer y reparar los derechos de los miembros de la familia conculcados 
por situaciones de violencia intrafamiliar y las de más establecidas por la ley 
(Artículo 83) y dentro de sus funciones tiene la de “adoptar medidas de 
restablecimiento de derechos en los casos de maltrato infantil y denunciar el 
delito (Numeral 8 del artículo 86). 
 
Las situaciones violentas a las que puede estar sometido un niño, niña y adolescente 
son múltiples, y abarcan el maltrato físico y psicológico en el entorno más cercano (hogar, 
escuela), el abandono, las agresiones sexuales, los desplazamientos forzados , la trata de 
personas, el secuestro, así como los resultados de vivir en un contexto marcado por la 
violencia política y delictual, pudiendo ser víctima de homicidios o lesiones, la detonación 
de minas antipersonal o el reclutamiento por parte de grupos armados o daños provocados 
por el abuso de sustancias psicoactivas. El conflicto armado interno, sumado a la producción 
y el tráfico de drogas, así como otras actividades delictivas, presenta, en Colombia, un 
escenario que cruza y complejiza otras situaciones de violencia que viven los niños, niñas y 
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adolescentes en el contexto doméstico o en el entorno más cercano. En especial la violencia 
sexual hacia las mujeres, adolescentes y niñas, se identifica como una práctica frecuente 
entre grupos de hombres ligados a actividades ilegales (ECPAT International, 2013). 
 
De acuerdo al Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, el maltrato infantil en 
el marco de la violencia intrafamiliar comprende: 
 
Toda acción u omisión que entorpece el desarrollo integral (físico, mental o 
emocional), de persona menor de 18 años, causada de forma voluntaria por 
parte de los padres o adultos responsables, o cualquier otra persona con quien 
tenga relación de subordinación produciendo lesión con o sin discapacidad. 
Incluye padre, madre, hermano, abuelo, padrastro, madrastra, tío, primo, 
cuñado, suegro, profesor, encargado del niño, niña o adolescente, cuidador, 
empleador y otros familiares civiles o consanguíneos” (INMLCF, 2012).  
 
De todas las situaciones de violencia contra los niños, niñas y adolescentes, el 
maltrato infantil es una de las que cuenta con registros más sistemáticos pese a todas las 
dificultades que se observan y señalan, considerando que la mayor parte de esas cifras 
provienen de las denuncias, se puede considerar en relación a esta vulneración, que se ha 
logrado mayor conciencia en la ciudadanía respecto a la necesidad de protección. Sin 
embargo, el hecho de que suceda al interior de la familia, y que esté naturalizado por normas 
culturales que lo asocian con medidas punitivas de carácter educativo, sigue manteniendo 
esta práctica como una vulneración que muestra sub-registro y que permanece, en gran 
medida, silenciada (Instituto Colombiano de Bienestar Familiar - ICBF. 2013). 
 
Conforme a la definición adoptada por el Observatorio del Bienestar de la Niñez del 
ICBF (2013) se considera violencia sexual hacia la niñez: “Toda acción en que al niño o la 
niña se le obligue, induzca o presione a tener contacto físico o verbal de tipo sexual o a 
realizar o presenciar prácticas sexuales (con o sin penetración) no deseadas, o no acordes con 
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su proceso de desarrollo sexual, social y afectivo o con sus condiciones físicas o mentales, se 
considera como delito y abuso sexual.  
 
Entendiendo la violencia sexual contra los niños, niñas y adolescentes en un sentido 
amplio, y acorde a la definición adoptada por el estudio de violencia contra la infancia del 
2006 (Naciones Unidas, 2006), se incluirá en esta categoría el abuso sexual y la explotación 
sexual comercial de los niños, niñas y adolescentes en sus cuatro manifestaciones, a saber: 
comercio sexual, utilización en pornografía, explotación sexual asociada a viajes y trata con 
fines de explotación sexual96. Un problema es que las cifras sobre esta vulneración 
provenientes del INMLCF (2012) no diferencian los fenómenos. 
 
2.  SITUACIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS, NIÑAS Y  DOLESCENTES  
 
Según  la Red  Nacional de Información  (2017) el Registro Único de Víctimas  
muestra que  alrededor de cincuenta años de conflicto han conducido a una situación 
humanitaria compleja que ha causado más de 8 millones de víctimas. Si bien se dio un 
avance en los diálogos para la terminación del conflicto entre el gobierno del Presidente Juan 
Manuel Santos y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia – Ejército del Pueblo 
(FARC-EP) y han iniciado conversaciones exploratorias entre el gobierno y el Ejército de 
Liberación Nacional (ELN) para abrir una negociación de paz, la magnitud y duración del 
conflicto combinada con una coyuntura actual de alta complejidad social -expresada en 
paros, manifestaciones y requerimientos por nuevos acuerdos sociales entre el Estado y 
distintos gremios, sectores y comunidades-, obligan a reflexionar exhaustivamente sobre sus 
efectos y consecuencias en la vida de niñas, niños y adolescentes, así como en la 
organización y capacidad de las instituciones del Estado, la sociedad y las familias, para 
cumplir con sus obligaciones y corresponsabilidades frente a la garantía y protección de sus 
derechos. 
 
Desde el punto de vista normativo, la convención marco de referencia es la 
Convención sobre los Derechos del Niño (CDN) por el reconocimiento de la multiplicidad 
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de los derechos de los niños, niñas y adolescentes inclusive en el ámbito de protección y por 
el Protocolo Facultativo relativo a la Participación de Niños en los Conflictos Armados. 
Además, el Convenio 182 de la OIT sobre las peores formas de trabajo infantil ofrece 
garantías claves también el marco de la protección de los derechos de la niñez afectada por 
el conflicto armado. 
 
En relación a víctimas y desplazamiento, los mayores esfuerzos normativos internos 
incluyen: la Ley 387 de 1997 SNAIPD; el CONPES 3057 de 1999 “Plan de acción para la 
prevención y atención del desplazamiento forzado”; el CONPES 3400 de 2005 “Metas y 
priorización de recursos presupuestales para atender a la población desplazada por la 
violencia en Colombia”; el CONPES 3726 del 2012 “Lineamientos, Plan de ejecución de 
metas, presupuesto y mecanismo de seguimiento para el Plan Nacional de Atención y 
Reparación Integral a las Victimas”, Sentencias y Autos de la Corte Constitucional como el 
Auto 251 de 2008 el cual aborda específicamente la cuestión y su relación con otros 104 
Según las últimas cifras oficiales (al 1 septiembre de 2014), el Registro Único de Víctimas 
(RUV) reporta un total de 6.864.934 víctimas registradas, de los que 5.897.435 han sido 
desplazados forzosamente. Análisis de situación de la infancia y la adolescencia en 
Colombia 2010-2014 hechos victimizante y especialmente la Ley 1448 de Víctimas y 
Restitución de Tierras del 2011 que ha puesto en marcha el Sistema Nacional de Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas (SNARIV).  (Comité Internacional de la Cruz Roja, 
2001) 
 
En Colombia, durante mucho tiempo las víctimas del conflicto armado fueron 
invisibles, los niños sin excepción alguna desde siempre han calado en este perpetuoso 
acontecer, han sido víctimas de abuso, despojo, reclutamiento, golpes y mutilaciones, de los 
que muchos han querido evadir y evitar. 
 




Se consideran víctimas, para los efectos de esta ley, aquellas personas que 
individual o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a 
partir del 1º de enero de 1985, como consecuencia de infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas 
internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto 
armado interno (p,1). 
 
A pesar de los agravios, muchas situaciones han variado para nuestra infancia, pues 
esta ley nos invita a reconciliar y buscar la paz para que perdonemos y aprendamos a vivir 
sin violencia.  Los niños, tienen derecho a la verdad, a saber porque y como se vulneraron 
sus derechos (violaciones a los Derechos Humanos y al Derecho Internacional Humanitario), 
derecho a la justicia, a identificar a los responsables y sancionarlos,  derecho a la reparación 
integral, a aliviar el daño que habita en esos pequeños corazones.  
 
Lo anterior, cobijado por cinco principios, todos mencionados en la misma ley; la 
dignidad, dirigida a la integridad y honra del ser humano, la igualdad, porque la ley ampara a 
todas las personas víctimas, sin importar género, raza o pensamiento, la buena fe, en el 
entendido de que las declaraciones no serán objeto de duda, el enfoque diferencial, que 
reconoce la importancia de ser niños, niñas y adolescentes y la participación de las víctimas, 
ya que todos pueden asistir a los diferentes espacios y mecanismos creados para ello.   
 
Finalmente, la ayuda humanitaria, así como las diferentes medidas de asistencia y 
reparación, buscan remediar mediante la restitución (devolver tierras), rehabilitación (sanar) 
o indemnización (compensar), aliviar los daños sufridos y acompañar a las víctimas en el 
proceso de recuperación.  
 
La ley establece que los niños, niñas y adolescentes tienen que ver restablecidos sus 
derechos así como deben gozar de la reparación integral por los hechos victimizantes que 
han sufrido. Es importante recuperar la dignidad en las victimas y evitar el olvido e 
indiferencia que dejan a nuestros infantes a la deriva. 
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2.1 Intervención de organismos nacionales 
 
El Gobierno Colombiano ha venido implementando leyes conforme nuevas 
problemáticas entorno a la vulneración de los Derecho de los niños, niñas y adolescentes, se 
ha extendido. Es de interés para el desarrollo del presente, verificar la cantidad de 
normatividades que existen en el ámbito nacional, que se encuentran vigentes, y que 
protegen el bienestar de nuestros menores, teniendo en cuenta la cantidad de transgresiones 
que atentan contra la integridad de nuestros infantes cada día.  
 
Cuadro 1. Legislación colombiana sobre  niñez 
Ley No. Título Observaciones 
Ley 83 de 1946 Ley Orgánica de la 
Defensa del niño. 
Se habla por primera vez de la 
protección del menor con limitaciones. 
Establece jurisdicción de menores para 
los menores de 18 años. Define estados 
de peligro físico y/o moral,  las medidas 
de protección y crea el Consejo 
Nacional de Protección. 
 
Decreto 1818 de 
1964 
Por el cual se crea el 
Consejo Colombiano 
de Protección Social 
del Menor y de la 
Familia que reemplazó 
al Consejo Nacional de 
Protección Infantil. 
 
Se organiza División de Menores en el 
Ministerio de Justicia. 
Ley 75 de 1968 Por la cual se crea el 
ICBF 
Centralizando en este instituto los 
servicios de atención y protección a los 
menores de 18 años. Establece 
mecanismos para protección del menor y 
la familia. Crea figura la del Defensor de 
Menores. 
 
Ley 7 de 1979 Por la cual se crea el 
Sistema Nacional de 
Bienestar Familiar. 
Este queda bajo la coordinación del 
ICBF. Formula principios 





Decreto 2737 de 
1989 
Código del Menor Fija normas para adelantar el Proceso 
Administrativo de Protección, en el 
marco de la Doctrina de la Situación 
Irregular Crea las Comisarías de Familia 
y Defensorías de Familia reemplazando 
al Defensor de Menores y la 
Procuraduría Delegada para la Defensa 
del Menor y la Familia. 
 
Decreto 0566 de 
1990 
Por el cual se dictan 
medidas tendientes al 
restablecimiento del 
orden público. 
Decreto de orden público 
 
”Los menores infractores serán 
conducidos a los establecimientos 
anexos a las cárceles ordinarias” 
 
Decreto 1310 de 
1990 
 
Por el cual se crea el 
Comité 
Interinstitucional para 
la Defensa, Protección 
y Promoción de los 
Derechos Humanos de 
la Niñez y la Juventud. 
 
Derechos humanos 
Derechos del niño 
Decreto 2893 de 
1990  
Por el cual se prorroga 
la vigencia del Decreto 
legislativo 566 de 1990 
 
Orden público 
Arresto de niños y niñas 
Decreto 1673 de 
1994 
 
Por el cual se asigna 
una competencia. 
Asigna al Defensor de Familia el 
conocimiento de las denuncias contra los 
medios de comunicación escritos que 
realicen publicaciones que atenten 
contra la integridad moral, psíquica o 
física de niños y niñas. 
 
Decreto 0859 de 
1995. 
 
Por el cual se crea el 
Comité 
Interinstitucional para 
la Erradicación del 
Trabajo Infantil y la 





TRABAJO DE NIÑOS  
PROTECCION DE MENORES 
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Resolución 01129 de 
1996  (Ministerio de 
Trabajo y Seguridad 
Social). 
Por la cual se dictan 
algunas disposiciones 
relacionadas con el 
trabajo de los menores 
de edad 
 
TRABAJO DE NIÑOS 
Ley 387 de 1997 Por la cual se adoptan 
medidas para la 
prevención del 
desplazamiento 




socioeconómica de los 
desplazados internos en 
la República de 
Colombia 
 
Ley de atención a la población 
desplazada. 
Ley 418 de 1997 
(Vigente hasta el 
2002) 
Por la cual se 
consagran unos 
instrumentos para la 
búsqueda de la 
convivencia, la eficacia 




Tipifica el delito de reclutamiento de 
menores, solo para grupos armados 
ilegales. 
Decreto 2405 de 
1999 







Por el cual se 
reglamenta el artículo 
99 de la Ley 508 de 
1999. 
Niños - Asistencia social, establece 
programas de atención a la niñez] 
Ley 515 de 1999 Convenio 138 de la 
OIT 
 
Edad mínima de admisión al empleo 
Ley 548 de 1999 
Reglamentación:  
Art. 2, inc. 2 
aclarado 
Por medio de la cual se 
prorroga la vigencia de 
la Ley 418 del 26 de 
diciembre de 1997 y se 
Orden público 
 
Servicio Militar Obligatorio 







Ley 418, excluye del servicio militar a 
los menores de 18 años. 
 
Ley 724 de 2001  Por la cual se 
institucionaliza el Día 
de la Niñez y la 
Recreación y se dictan 
otras disposiciones. 
 
Día del Niño 
Ley 679 de 2001. Por medio de la cual se 
expide un estatuto para 
prevenir y contrarrestar 
la explotación, la 
pornografía y el 
turismo sexual con 
menores, en desarrollo 






Ley 1098 de 2006 Por la cual se expide el 
Código de Infancia y 
Adolescencia 
establecer normas sustantivas y 
procesales para la protección integral de 
los niños, las niñas y los adolescentes, 
garantizar el ejercicio de sus derechos y 
libertades consagrados en los 
instrumentos internacionales de 
Derechos Humanos, en la Constitución 
Política y en las leyes 
 
Ley 1448 de 2011 Por la cual se dictan 
medidas de atención, 
asistencia y reparación 
integral a las víctimas 
del conflicto armado 
interno 
Ayuda humanitaria, atención, asistencia 
y reparación de las víctimas 
 
Establecer un conjunto de medidas 
judiciales, administrativas, sociales y 
económicas, individuales y colectivas, 
en beneficio de las víctimas de conflicto 
armado interno 
 




La intervención en legislación para la creación de organismos nacionales ha sido 
amplia, sería irreverente afirmar que el desacierto en la protección de Derechos de los 
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menores ha estado inmersa en la desatención del cuidado de los Derechos por la carencia de 
vigilancia por parte del estado; bien podría llamarse inoperancia en el accionamiento 
oportuno de prevención contra la violación de derechos de los niños, niñas y adolescentes.  
 
2.2 Intervención de organismos internacionales 
 
La protección jurídica a los niños se introdujo en el derecho internacional 
humanitario tras la Segunda Guerra Mundial. De hecho, la experiencia adquirida en esa 
guerra evidenció la apremiante necesidad de un instrumento de derecho internacional 
público para la protección de la población civil en tiempo de guerra. El resultado de la labor 
del CICR en este ámbito fue la aprobación del IV Convenio de Ginebra de 1949, relativo a la 
protección de personas civiles en tiempo de guerra. A partir de entonces, los niños, como 
miembros de la población civil, tienen derecho a beneficiarse de la aplicación de este 
Convenio (Denise Plattner, 1984). 
 
Colombia cuenta con un cuerpo legal altamente alineado con los principales 
instrumentos internacionales que se han formulado en materias relevantes al respeto, la 
protección, el ejercicio y el restablecimiento de los derechos de los niños, niñas, 
adolescentes y las mujeres. (Hidalgo, et al, 2014) 
 
Instituciones encargadas de los programas de atención de niños, niñas y adolescentes 
tales como la Agencia Nacional para la Superación de la Pobreza extrema (ANSPE), 
Departamento para la Prosperidad Social (DPS), Organización de los estado Americanos 
(OEA), Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), Comité Internacional de 
la Cruz Roja (CICR), Organización Educativa, Científica y Cultural de las Naciones Unidas 
(UNESCO), entre otras, han realizado importantes aportes al desarrollo social entre los 
infantes de nuestra nación. 
 
Lo organismos internacionales han destinado gran parte de su atención a la 
implementación de exigencias en materia de derechos, encaminadas a la protección de los 
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niños, niñas y adolescentes por parte del estado, sin embargo, a pesar de la existencia de 
estas directrices, nos encontramos con una violación sistemática de derechos a la comunidad 
infantil. Nuestros niños se ven amenazados a diario como consecuencia de la guerra, y de 
unas condiciones mínimas en su estado de indefensión.  
 
Analizado anteriormente los diferentes consejos Internacionales, puedo decir que el 
Estado ha sido incapaz de brindar una ayuda completa a todos los niños del país, como ya lo 
hemos visto, existen brechas en la normatividad dirigida a proteger los intereses individuales 
de cada menor en donde en temas de conflicto armado, abandono y despojo de tierras, no 
hay un total cubrimiento en los proyectos encaminados a la recuperación psicoafectiva ni 
socioeconómica que amparan a estas víctimas. 
 
Como ayuda al Estado, desde 1987 se han ratificado tratados internacionales 
adicionales a los Convenios de Ginebra (ver cuadro 2)  encaminados a la protección del 
menor y de la mujer, con objetivos tales como la igualdad, reconocimiento de dignidad ante 
hostilidades del conflicto armado, eliminación de discriminación contra la mujer, política 
social constructiva respecto del niño, participación activa del niño en la sociedad,  y 
convención sobre los derechos del niño entre otros. 
 
La eficacia en la aplicación de tratados, convenios y demás acuerdos internacionales, 
han dado mayor garantía a la protección de los intereses y restablecimiento de derechos 
vulnerados a niños, niñas y adolescentes en el territorio Colombiano; según estudios de 
(Ramírez, et al, 2013) en donde se incluyen situaciones de violencia sexual acorde (ICBF. 
2013d), desplazamiento, abandono, conflictos armados, violencia intrafamiliar conforme 
Caicedo (2005); Galindo (2012) y Henao (2006 ) en cuanto a maternidad y embarazos, y 
demás mencionados en dicho resumen ejecutivo, indican conclusiones de amplia magnitud 





Cuadro 2.  Estado actual  ratificación de Tratados Internacionaes por parte del Estado 
Colombiano  
Fuente: (Hidalgo, A., et al, 2014)  
http://tbinternet.ohchr.org/_layouts/TreatyBodyExternal/Treaty.aspx?CountryID=37&Lang=SP 
 
En efecto, y corroborando la anterior afirmación realiza un Informe del Secretario 
General sobre los niños y el conflicto armado en Colombia. S/2012/171 (Naciones Unidas. 
2012b) 
 
El informe reitera y destaca la necesidad de aplicar medidas específicas para prevenir 
las violaciones graves cometidas contra los niños, hacerles frente y luchar contra la 
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impunidad de quienes las cometen. También se reconocen los esfuerzos y avances realizados 
por el Gobierno de Colombia para proteger a los niños en este contexto. Por último, el 
informe contiene una serie de recomendaciones destinadas a reforzar las medidas de 
protección de los niños afectados por el conflicto armado en Colombia 
 
3. CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO  
 
La Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó la Convención sobre los 
Derechos de los Niños el 20 de noviembre de 1989 y Colombia la ratificó por medio de la 
Ley 12 de 1991. La Convención constituye el marco fundamental a partir del cual los 
gobiernos desarrollan sus políticas para la niñez y la adolescencia. El Gobierno Nacional 
debe asegurar su aplicación. 
 
Una Convención sobre los derechos del niño era necesaria porque aun cuando 
muchos países tenían leyes que protegían a la infancia, algunos no las respetaban. Para los 
niños esto significaba con frecuencia pobreza, acceso desigual a la educación, abandono. 
Unos problemas que afectaban tanto a los niños de los países ricos como pobres. 
 
En la última década Colombia ha avanzado de manera importante en el 
reconocimiento de los derechos de la infancia y en sus condiciones de vida. La tasa de 
mortalidad infantil disminuyó casi un 50%. A mediados de los 90 morían 31 niños y niñas 
menores de un año por cada 1.000 nacidos vivos; esa tasa se ha reducido a 17,78 (2011). 
También ha habido una grata expansión en la cobertura de servicios sociales básicos como 
salud, educación y abastecimiento de agua y saneamiento. (UNICEF - 25 AÑOS CDN EN 
COLOMBIA, 2014) 
 
Aunque estos avances son buenos, aún son insuficientes. Ser niño hoy en el país, 
significa en muchos casos enfrentarse a los obstáculos y riesgos relacionados con la pobreza, 
la falta de oportunidades, la ausencia de entornos protectores que garanticen su desarrollo 
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saludable y su protección integral, por eso UNICEF invita a Invertir en el Poder de Los 
Niños, como reza su campaña institucional en Colombia. 
 
Según el Doctor Roberto de Bernardi, Representante de UNICEF Colombia “Invertir 
en la infancia y adolescencia genera una tasa de retorno altísima, pues mejora su salud, el 
desempeño escolar y la nutrición. Además de generar ahorros importantes para el Estado al 
reducir la necesidad de asistencia social y las tasas de criminalidad”. (UNICEF - 25 AÑOS 
CDN EN COLOMBIA, 2014).  
 
3.1 Derechos del niño  
 
Los niños son sujeto de derecho en todos los ámbitos, un factor determinante para su 
buen desarrollo, radica en la educación que padres, estado y nosotros como sociedad 
podamos brindarles. Hoy día, existen diversos métodos para enseñar a los menores, pero en 
nuestro país existe un límite a tales formas de educar, en donde articulan de manera 
sistemática el conocimiento que se les pueda brindar, y así mismo, articulan los pocos 
valores que con mucha precisión se deben inculcar a diario por los adultos y el mismo 
sistema.    
 
3.1.1 A la educación   
 
Corte Constitucional en Sentencia T-688/12 (Bogotá, D.C. agosto 28 de 2012) 
  
Este Tribunal Constitucional, ha sostenido que la educación de los menores es 
un derecho fundamental, autónomo y de aplicación inmediata. Esto encuentra 
sustento en el texto constitucional de 1991 y en las normas internacionales 
sobre derechos humanos. Por otro lado, esta Corporación ha sostenido que de 
acuerdo con el artículo 67 de la Carta Política el derecho a la educación 
abarca la enseñanza primaria, secundaria, técnica, profesional y superior. Al 
respecto, la jurisprudencia ha sostenido que el Estado tiene el deber de 
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garantizarle a los menores el goce efectivo del derecho ya sea a través de 
instituciones públicas o privadas, adicionalmente, tiene la obligación de 
procurar el acceso a la educación, para lo cual debe poner a disposición de las 
personas mecanismos financieros que permitan acceder al conocimiento, a la 
ciencia y la técnica de las diferentes disciplinas.” 
 
La presente jurisprudencia, marca claramente la trascendencia en materia educativa 
que aporta al niño como un derecho fundamental, lo que realmente nos preocupa, es que con 
los índices anteriormente estudiados, son muchos los niños (de todos los lugares, sin 
escaparse las grandes ciudades) que carecen de la misma y que todas las regulaciones 
consideradas a través de organismos nacionales e internacionales, han sido desestimadas  por 
su ineficacia en la aplicación.  
 
Colombia es un país en el que existen “condiciones de posibilidad” para la inclusión 
educativa, a partir de haber ratificado los instrumentos internacionales que consagran el 
derecho a la educación y de haberlos traducido en disposiciones constitucionales, legislativas 
y de la jurisprudencia, definiendo un cuerpo normativo e institucional para garantizar, 
promover y proteger el derecho a la educación inclusiva de calidad. 
 
La Constitución Política de 1991, marcó un hito en los imaginarios de participación y 
democracia al definir a Colombia como un Estado Social de Derecho y de reconocer al país 
en su diversidad multiétnica y multicultural. El artículo 67 consagrado a la educación, la 
define como servicio público que tiene una función social y el Estado colombiano se obliga 
entre otras, a garantizar el adecuado cubrimiento del servicio, asegurando a niñez las 
condiciones necesarias para su acceso y permanencia en el sistema educativo. 
 
El sector de la educación, desempeña un papel indispensable en el cambo social y 
económico del país, dicha representación, la lleva el Ministerio de Educación Nacional en 
donde a través de Secretaria de Educación y establecimientos educativos, tiene el deber de 
impartir atención integral a la primera infancia, prestación de servicio educativo formal, 
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acceso y permanencia en la educación y verificación de que ningún menor de 15 años se 
encuentre vinculado en actividades laborales.  No obstante, dichas estrategias han quedado 
cortas en su realización, en Colombia existen muchos niños desamparados por un programa 
educativo, el estado no ha brindado las suficientes herramientas para trabajar en conjunto por 
la solución de este importante factor. 
 
Acorde con los principios constitucionales y en desarrollo de los mismos, La Ley 
General de Educación (Ley 115 de 1994), garantiza el derecho a una educación para todos 
de calidad y gratuita, sus decretos reglamentarios promueven la descentralización 
pedagógica y la formulación de los Proyectos Educativos Institucionales (PEI), como 
estrategia para garantizar un currículo pertinente en el marco de su armonización con las 
necesidades y características del contexto de la comunidad educativa. 
 
En el año 2011 se instaura la gratuidad educativa universal en la educación pública 
primaria producto de la Sentencia C-376 de 2010 de la Corte Constitucional (REPUBLICA 
DE COLOMBIA, 2010) que eliminó la regulación de cobros académicos para la educación 
primaria y que luego el Estado Colombiano amplió hasta el undécimo grado con el Decreto 
4807 (REPUBLICA DE COLOMBIA, 2011g), amparado en el artículo 4 de la Constitución 
Política, que consagra la educación como un derecho fundamental de los niños/as y en el 
artículo 13 del “Protocolo de San Salvador” adicional a la Convención Americana en materia 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y el artículo 28 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño. 
 
Recientemente, en el 2013, se concluyó el “documento de Lineamientos de 
Educación Superior Inclusiva, con enfoque diferencial para cada grupo poblacional, el cual 
tiene como objetivo orientar el desarrollo de políticas institucionales para la educación 
inclusiva en las IES, articular acciones al interior del MEN, con entidades del sector y con 
actores sociales involucrados e identificar una efectiva inclusión al sistema de educación 
superior. El documento recoge la evolución conceptual de la educación inclusiva, así como 
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aproximaciones a poblaciones particulares, entre ellas etnias (indígenas, afro, ROM), 
víctimas del conflicto armado y discapacitados” (MEN, 2013). 
 
Las entidades Colombianas realizan valoraciones de cobertura escolar, de ampliación 
en la asistencia a las instituciones escolares, y de dignificación en la calidad y condiciones 
de vida conforme a estratos e índices de maltrato, pobreza, violencia y abandono. El MEN 
por ejemplo, en sus estadísticas educativas, arroja aún un acceso a la educación del 90% en 
las grandes ciudades, y un 60% en los lugares aledaños entre los años 2012 y 2015. 
www.datos.gov.co  
 
El Plan Nacional para la Niñez y la Adolescencia (Ministerio de la Protección Social. 
2009b) brinda en su decálogo un sinfín de objetivos específicos, encaminados a una 
prosperidad en la calidad de vida y de educación entre otros aspectos para nuestros infantes, 
los enmarca en un periodo de 2009 a 2019, creando estrategias y programas que logren 
garantizar en su totalidad unir brechas que hoy día tienen a nuestra sociedad con las más 
inmensas grietas filiales.  
 
3.2 El papel de los padres  
 
La Política Educativa busca dar respuesta a las necesidades de mejoramiento de la 
calidad de vida de la población concentrando sus esfuerzos no solo en aumentar la cobertura 
sino también induciendo los cambios necesarios en las practicas pedagógicas para que los 
docentes, directivos, padres de familia y comunidad en general permitan desarrollar en los 
niños y niñas no solo habilidades comunicativas, matemáticas y científicas sino, tal vez lo 
más importante, competencias para construir ciudadanía y fortalecer la formación de sujetos 
activos de derechos.  
 
La familia es el ámbito natural de desarrollo de los niños, tal como lo propone la 




3.2.1  Proceso de educación 
 
Corte Constitucional Sentencia T-688/12 (Bogotá, D.C. agosto 28 de 2012) 
 
La decisión de ser padre y madre es sumamente importante, pues tiene 
implicaciones directas en la sociedad, en la familia como institución, y en las 
personas consideradas de manera individual, es por eso que debe ser asumida 
con un alto compromiso y responsabilidad. Así mismo, el ser padre y madre 
implica una serie de derechos y deberes que en principio deben ser asumidos 
de manera conjunta, con la finalidad de proporcionarle a los menores un 
adecuado desarrollo físico, psicológico, una vivienda digna, educación, 
vestuario, recreación, salud y en general un compromiso por parte de los 
padres de proporcionarle a los hijos un clima favorable que le garantice un 
desarrollo integral que más adelante permita que sean sujetos que le 
contribuyan de manera positiva a la sociedad. Los padres son los primeros y 
principales comprometidos en el desarrollo integral de sus hijos, situación que 
se ve favorecida cuando el padre y la madre conviven, o cuando al establecer 
residencia en lugares diferentes, estos mantienen relaciones cordiales las 
cuales permiten desarrollar un clima de ayuda mutua y de estabilidad, 
escenario que genera en los menores seguridad en distintos aspectos. Por el 
contrario, este contexto se ve gravemente afectado cuando los padres son 
separados, han conformado nueva parejas o se han presentado rupturas 
familiares. En todo caso, con independencia de la relación sostenida entre los 
padres, estos se ven obligados y a su vez los hijos pueden demandar el 
cumplimiento de sus deberes legales y constitucionales. 
 
La familia es la primera institución que ejerce influencia en el niño, ya que transmite 
valores, costumbres y creencias por medio de la convivencia diaria. Asimismo, es la primera 
institución educativa y socializadora del niño, “pues desde que nace comienza a vivir la 




Los derechos fundamentales de la infancia, gozan de una amplia y especial 
protección tanto en el orden jurídico interno como en el ámbito internacional. 
 
Los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás, imponiendo 
no sólo a la familia, sino a la sociedad y al Estado la obligación de asistir y proteger al niño, 
con la finalidad de permitir el pleno ejercicio y la eficacia de sus derechos. 
 
Diversas situaciones hoy día, afectan al niño (como base principal de la sociedad) en 
el proceso de las relaciones familiares y socio afectivas, generando vacíos y carencias de 
afectos que llevan al niño a identificarse con factores negativos que encuentran a su 
alrededor; el cuidado no radica sólo en el estado interna y externamente, ni el colegio 
público o privado, se trata principalmente de la educación en valores que sólo consiguen 
fomentar los Padres en su hogar.  
 
Ser padres es una opción de vida que se debe asumir con responsabilidad, con fuerza 
y con la decisión de continuar no sólo con la vida misma sino con la sociedad, con la cultura 
y con la transformación permanente del entorno, sin desconocer el pasado. Ser padres 
significa ser los primeros educadores de sus hijos, ser el referente afectivo y formador de 
nuevas generaciones, ser los responsable de la formación integral de los hijos, ser partícipes 
de la educación que reciben los hijos en la escuela. 
 
3.3 El papel de los educadores 
 
El papel del educador se concibe muy importante, pues debe ser un adulto preparado 
científica y psicológicamente, para llevar a cabo procesos integrales en la educación de los 
menores.  El pedagogo debe asumir la tarea de educar a las nuevas generaciones, y ello 
implica no sólo la responsabilidad de transmitir conocimientos básicos para el preescolar, la 
primaria o el bachillerato, sino también el compromiso de afianzar en los niños, niñas y 
adolescentes, valores y actitudes necesarios para que puedan vivir y desarrollar sus 
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potencialidades plenamente, mejorar su calidad de vida, tomar decisiones fundamentales y 
continuar aprendiendo. 
 
El rol de educar, aparte de preparar los recursos, motivar a los niños, enseñar 
mediante la concentración, generar crítica y análisis de ideas, implica lidiar con las cargas de 
cada niño, con sus frustraciones y alegrías, con las historias de vida que cada uno trae para 
contar, con conocer el entorno de cada estudiante, verlo como humano y no como una 
máquina que se debe llenar cada día de  conocimientos; el rol del educador debe rebelarse 
contra lo ambiguo,  proporcionar al niño la idea de que formándose en valores puede 
convertirse en un ser realmente útil para nuestra sociedad. 
 
En mi experiencia, parte de la frustración que existe en el sector educativo por los 
docentes, radica en dos problemas básicos que cada vez se ven con mayor  afluencia. El 
primero se encuentra en la idea de que los padres dejan a la deriva todas las obligaciones que 
con ellos trae el ser familia, pues ponen en marcha la excusa del trabajo, y abandonan por 
horas su vocación filial; el colegio es el segundo hogar de todos los niños, pero simplemente 
es el refuerzo de los valores que aprenden en casa con mamá y papá. El segundo, pero no 
menos importante, se divisa en la preparación docente, las nuevas generaciones requieren 
mayor atención, pues tienen a su disposición mayores fuentes de información y 
desinformación, de las que son víctimas a diario, el docente debe insistir y amar realmente lo 
que hace, pues con la carencia de cariño, hemos logrado que los niños acudan al libertinaje a 
cortas edades, la falta de compromiso, ha logrado impases en el sistema educativo, impases 
que atormentan el círculo social, y que vulneran cada vez los derechos de nuestros niños, 




La primer conclusión va encaminada al desarrollo del primer planteamiento señalado 
en el presente artículo, ¿Cumple Colombia con la Ley 115 de 1994 sobre educación y demás 
fines sociales planteados, conforme Derechos del Niño en un marco Nacional e 
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Internacional?; una vez desarrollado fragmento a fragmento el anterior, podemos observar 
que la aplicación de la norma no va más allá de una puesta de forma, esto es, el estado 
Colombiano se encuentra inmerso en recomendaciones de convenios  internaciones y en 
tratados internacionales para  verse como cumplidor de la políticas externas que organismos 
internacionales ponen sobre la mesa, pero conforme cifras planteadas por instituciones como 
el ICBF e incluso el mismo MEN, es abrupto pensar que existe una cobertura tal en son de la 
protección a la vulneración de los Derechos de los niños, niña y adolescentes.  
 
Muchas de las instituciones Colombianas creadas para el desarrollo de programas 
infantiles no logran los objetivos específicos para cada una de ellas al menos en un 80%, 
pasa que se escapan diversas problemáticas sociales para las que no se encuentran 
preparadas bien sea con la calidad del personal adecuado, o bien sea con los recursos 
económicos destinados a la educación.  
 
Existen infinitas brechas en el reto educativo que Colombia nos presenta, cada niño 
es calificado bajo escalas de medición que no le permiten a la persona en sociedad (a futuro) 
ser autóctono en su yo ni tener presente el componente de la individualidad (Los seres 
humanos no aprendemos al mismo ritmo ni bajo los mismos mecanismos), esto, según 
(UNICEF Comité Español), cuando infiere, considerando que el niño debe estar plenamente 
preparado para una vida independiente en sociedad y ser educado en el espíritu de los ideales 
proclamados en Convención sobre los Derechos del Niño, la Carta de las Naciones Unidas y, 
en particular, en un espíritu de paz, dignidad, tolerancia, libertad, igualdad y solidaridad.  
 
La vigilancia en cuanto a instituciones internacionales, infiere en el proceso de 
descentralización a la hora de convenir con entidades que supervisan el pacto de Derechos 
Humanos, este monitoreo se realiza en territorios “hostiles”, en donde el radio de 
vulneración es mucho más amplio que en ciudades “desarrolladas”, y por ende, la falta de 
educación corrompe mucho más la convivencia social. El estado aun advertido por cada uno 
de estos factores, evade infinitas responsabilidades en las que ha olvidado por completo cual 




La segunda conclusión indudablemente sugiere el desarrollo institucional en la 
orientación escolar por parte de establecimientos educativos que últimamente se han 
dedicado a tratar a los niños como el negocio más próspero para su bolsillo. No culpando a 
la persona en sí, porque gracias a la costumbre y valores impuestos, todos nos vemos 
encaminados a superar las escalas escolares para culminar en las profesionales y así generar 
un ingreso que nos permita subsistir materialmente; existen instituciones o más bien 
docentes (como toda persona que educa en una o varias áreas específicas) que se han 
dedicado a una profesión tan delicada y tan importante equívocamente.  
 
El rol del educador va mucho más allá de enfrentarse al aula y fomentar 
conocimiento, el rol del docente supera las brechas en los corazones de los niños, dirime los 
vacíos y las rupturas morales que generan los Padres e incluso la sociedad con sus malas 
conductas frente a infantes que sólo se encuentran preparados para superar su vida conforme 
etapas evolutivas.  
 
La saciedad de esclarecimiento en la anterior afirmación, hace que el estado tenga al 
mando, (con la gratuidad y sin la misma) un sinfín de docentes sin vocación, sin amor 
bondadoso hacía los niños y sin pleno control de las infinitas aptitudes de cada pequeño ser.  
 
Finalmente concluimos con el rol el Padre en la educación de los niños, los niveles de 
crianza han decaído en un 70% a la hora de caminar por las calles de nuestra ciudad, si bien 
es cierto que cada ve evolucionamos, no era de antes ver todas las situaciones que afloran en 
el cuidado de los menores, no era de antes observar tantas conductas que desvalorizan al ser 
humano como digno ante atrocidades cometidas entre los mismos menores.  
 
Por un lado encontramos el abandono frente a situaciones de hostilidad y vulneración 
en los Derechos de los niños; la inclusión de estos a ex grupos armados, la desfachatez al 
utilizarlos para acciones ilícitas y degradantes, el maltrato a causa de problemas 
intrafamiliares y de conducta, mientras que por otro lado observamos abandono frente a 
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situaciones de responsabilidad y educación en valores; consentir los intereses de 
adolescentes por falta de tiempo, dejarlos a la deriva por excesivo trabajo, acolitar su 
exploración a temprana edad con excusa de generar confianza, acribillar a otros adultos por 
corregir de forma adecuada sus faltas.  
 
Estos tantos factores son culpables en la misma medida de violentar contra el eje 
principal de nuestra sociedad, estamos perdidos buscando los unos y los otros problemas que 
tienen un trasfondo real, pero como que dice el poeta “Somos ciegos, que viendo no ven”, 
nos encontramos en la idiosincrasia de dar el todo por el todo, de pelear injustificadamente a 
conveniencia y a egoísmo, estamos olvidando a quienes van a ser los únicos herederos de 
esta bendita familia de apellido Colombia.  
 
"No hay causa que merezca más alta prioridad que la protección y el desarrollo del 
niño, de quien dependen la supervivencia, la estabilidad y el progreso de todas las naciones 
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